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1. HISTORIA DE LA FISCALIZACION

EDAD ANTIGUA.

La fiscalización tiene sus orígenes en la civitas romana o monarquía en donde funcionaban figuras como el comisio de curia y el colegio de los pontífices. El primero tenía la función de controlar los actos privados con repercusiones sociales y el segundo controlaba los cultos privados y públicos, llevaba los archivos religiosos en donde se dejaba constancia de los actos más notables de la vida del estado, redactaba el calendario y emitía dictamen con relación a la adopción de las personas y los testamentos y además emitía conceptos jurídicos.
Obsérvese que desde estas pretéritas épocas ya se ejercía control público de los actos privados.
Luego en la República Romana surgen varias figuras como la pretura, el tribunado de la plebe, la edilidad, el censor y el visador. Estos dos últimos de importancia vital para la evolución de la revisoría fiscal, puesto que el censor al llegar al grado de cura morum tenía la facultad de decidir acerca de la honorabilidad o no de los ciudadanos. Cuando se le extendía el extimatio se hablaba de tacha de infamia o nota censoria; al darse la primera se le degradaba en sus rangos; por ejemplo de caballero a infantes o se lo excluía de la actividad militar. El visador tenía como función la de examinar un instrumento y darle un visto bueno con el fin de darle validez y autenticidad.
Con estas figuras se aprecia claramente la potestad de emitir dictamen positivo o negativo y otorgarle a una figura la capacidad legal de certificar la validez  de los documentos.
Posteriormente en el imperio romano, persisten varias de las funciones de estas figuras pero en otras nuevas que fueron creadas; tales como los funcionarios imperiales, los procuradores, los auditores, los interventores y los fiscalizadores. Los funcionarios imperiales actuaban en calidad de delegados del emperador, los procuradores ejercían cargos de tipo administrativo de la hacienda pública, los auditores recibían las apelaciones que los particulares interponían contra las sentencias pronunciadas, los interventores tomaban parte en un pleito intercediendo o condenando y los fiscalizadores eran los encargados de proteger los intereses del tesoro del Estado (bienes del estado). Los bienes de la hacienda son los bienes del emperador.
Todas las figuras anteriores actuaban con un poder delegado por alguien superior lo que los convertía en “funcionarios”.
EDAD MODERNA

El imperio romano tuvo influencia en gran parte de Europa y Asia, especialmente en la Europa sur continental. 
El sur de Francia vive el influjo del Imperio Romano dándole prioridad al derecho romano que no se basa en la costumbre, a diferencia del norte de Francia con profunda influencia alemana que si lo hace; es decir basa su normatividad en la observación de la práctica generalizada. 
España por su parte recibió el derecho romano, mezclado con la norma consuetudinaria de los alemanes y el derecho canónico de la iglesia católica. No obstante desarrolla de mejor manera las figuras del revisor y censor. 
Inglaterra por su parte no tuvo ninguna influencia de la vida romana y mantuvo incólume su derecho basado en la costumbre. Y toma a la auditoria para darle especial desarrollo, pues en la Europa mercantil y naviera surgen las grandes empresas holandesas que negociaban con América y el comerciante navegaba para ejercer su actividad. A la aparición de la piratería, éste toma la decisión de enviar un delegado para que realice por él el comercio y surge la figura del administrador que deberá rendir cuentas al final de cada emprendimiento. Al recibir las cuentas por parte de este administrador el capitalista necesitó un tercero que le brindara seguridad sobre esa rendición de cuentas y se emplea al auditor.
El desarrollo del comercio y la concepción que el mundo tenía de la forma cómo debía ser este desarrollo permite ver en la historia que se presentaba una alta intervención estatal en el mismo; por ello surge el sistema de concesión en la cual el monarca permitía a los privados ejercer el comercio bajo la condición de que éste participara de las utilidades. El monarca imponía todo el ordenamiento para que la empresa funcione, reglamenta lo que se puede hacer (lo que concede) y lo que no se puede hacer. Llegó a tal grado la intervención que el transporte de mercancías era objeto de vigilancia militar para controlar que no se ejecuten actos que no estaban en las concesiones.

En España surgen funcionarios como fiscalizadores, inspectores y revisores para que vigilen que cumpla la concesión.

Se puede apreciar que la función de los oidores estaba orientada a la protección de los intereses particulares o privados y las demás figuras actuaban en defensa del interés público generando confianza pública.

El derecho romano aporta elementos fundamentales a las labores de fiscalización puesto que el control está dirigido a las actividades más que a las personas, regula actos mas que profesiones y se preocupa más por los procesos que por los informes y ello deviene en una segunda conclusión de vital importancia en la vida de la fiscalización: la permanencia.

En este contexto histórico surgen las dos grandes vertientes de derechos: el anglosajón: consuetudinario y el latino: escrito; entendiéndose a este último como la mezcla de tres ordenamientos con mayor influencia del derecho napoleónico y canónico.
La llegada de España a América hace que se trasladen a estas tierras las instituciones y figuras del derecho latino y por su parte Inglaterra haría lo propio con el derecho anglosajón en Norteamérica.
En la época feudal la institución más poderosa fue la iglesia, pues fue receptora de grandes y múltiples patrimonios legados por los nobles para financiar guerras santas (mal llamadas santas), impuso tributos a las personas como los diezmos.
La iglesia fue la institución que más desarrollo dio a la contabilidad como instrumento de control. Crearon la entidad jurídica, base de las actuales sociedades mercantiles (persona jurídica), desarrollaron el concepto de entidad contable al separar los bienes de la comunidad de los de sus miembros.
La iglesia ejercía su actividad bajo las normas de la vertiente latina, apoyándose en los monarcas para imponer controles que protejan sus intereses.

El Estado interventor llega a transformarse en Estado empresario de tal suerte que controla toda la economía, lo que requiere a su vez gran cantidad de funcionarios que desarrollen todas las funciones de vigilancia estatal; sin embargo a medida que el Estado perdía recursos fue necesario trasladar algunas actividades a la esfera privada para que en esencia haga lo que realizaba el Estado pero con recursos de los particulares.
Así se fue insertando en la vida empresarial la revisoría fiscal que tiene la doble condición de vigilar que las empresas se subordinen a la normatividad para proteger el interés estatal pero a su vez también deberá resguardar los intereses de la empresa, con la particularidad de ejercer la potestad de censura en la perspectiva de defender el interés público. La vertiente latina comporta un control autoritario y policivo, con capacidad para castigar.
La vertiente anglosajona, contraria a la latina que impulsa un Estado interventor, propende por el Estado mínimo y la libertad total de empresa en donde el control es el ejercicio del poder autónomo del capital en el que no se acepta la intervención del Estado, al que considera debe dedicarse a garantizar el ejercicio de la democracia mediante el funcionamiento del sistema electoral, debe propender por la protección de la vida, honra y bienes de los asociados, la protección de fronteras, administración de justicia, mantenimiento de la soberanía nacional, administración y control del Estado. Las demás actividades las desarrollará el sector privado. Esos son los postulados del liberalismo económico clásico, que regresan bajo la etiqueta de neoliberalismo. En fin el Estado anglosajón debe brindar todas las garantías para el capital privado se reproduzca.
La auditoría en el enfoque anglosajón surge como una labor de detección de fraude basada en la revisión de los informes de gestión (que incluye la contabilidad) que presenta el administrador al propietario del capital. Esta revisión se acentuaba sobre el resultado que entregaba el administrador, por tanto se centraba contablemente en las cuentas de resultado y no de balance. La labor de auditoría se centraba en evaluar e informar, pues el ejercicio de control y autoridad lo realizaban los propietarios sobre los administradores en la perspectiva de castigarlos. Por tanto se concluye que la auditoria no es control sino evaluación.
2. Surgimiento de la Revisoría Fiscal en Colombia
Se tiene información que desde el siglo XIX ya existía la figura del revisor fiscal, así se desprende de la investigación realizada por Bermudez 1988 cuando dice: 
“Se ha encontrado evidencia documental que comprueba la existencia de la revisoría fiscal en el siglo XIX, aunque no se han identificado normas legales reguladoras del mencionado órgano de fiscalización”
.

La influencia de España sobre la forma como se estructuraba la República de Colombia es marcada como se ve en el siguiente aparte:

“ya en las Ordenanzas de Bilbao (origen del actual Código de Comercio) se estipulaba figuras y actividades de vigilancia del comportamiento privado frente al naciente Estado; como los inspectores, revisores o fiscalizadores quienes defendiendo los intereses del monarca de la época vigilaban las acciones de los comerciantes, luego se establecen figuras como el comisario, la junta de vigilancia. A este esquema de vigilancia estatal se debe el comisario que fue establecido en el Código de Comercio de Colombia en 1869 mediante ley 57 en el artículo 562, que vigilaba las operaciones de los administradores, siendo su remuneración asumida por la compañía en la que laboraba y era nombrado por el Estado. Posteriormente en 1888 la ley 27 deroga el comisario y establece el derecho de inspección, por medio del cual el gobierno podría acceder a los trabajos y documentos de la economía privada dependiendo de la necesidad pública.

Luego en 1931 mediante la ley 58 el Gobierno envía un mensaje claro sobre la necesidad de velar por los intereses de la comunidad  a través del revisor fiscal. Esta ley no definió la revisoría fiscal. Su interés estuvo centrado en la función de vigilancia que debía ejercer el “contador o revisor fiscal” (como lo expresaba la ley); fue sí, la ley 73 de 1935 la que exigió a las sociedades anónimas tener un revisor fiscal con funciones claras que no difieren sustancialmente de las hoy contenidas en el artículo 207 del actual Código de Comercio.

Es menester recordar que estas dos normas surgen en momentos en los cuales se afincaba la sociedad anónima en Colombia y esta figura de revisoría fiscal obraba prácticamente en calidad de agente estatal en las nacientes empresas a fin de garantizar la correcta tasación y pago del recientemente creado impuesto de renta
. Se tienen los efectos de las leyes expedidas en virtud de las recomendaciones realizadas por la Misión Kemmerer que obligaban a un ejercicio más técnico de lo público, con un criterio eminentemente anglosajón dentro de una estructura legalista de corte latino y ello genera un hibrido en la forma de concebir y ejercer en la vida practica figuras de origen distinto. Así pues se puede ver como la ley 42 de 1923 crea la Contraloría General de la República y organiza la contabilidad nacional (El Controler es originario de Inglaterra).
El país vivía los efectos de la depresión de los año 30, se insertaban en la economía colombiana inversiones extranjeras y para ello se requería el ejercicio de las funciones asignadas a la revisoría fiscal por las leyes antes citadas y éstas fueron ejercidas por profesionales extranjeros (la mayoría norteamericanos) que aplicaron las técnicas de auditoría a la revisoría fiscal, varios de estos foráneos se vincularon a la creciente Escuela Nacional de Comercio
 que luego fuera convertida en Facultad de Contaduría Pública mediante resolución No 126 de 1945, protocolizada por la ley 143 de 1948; en donde incluyeron cátedras que les permitía su ejercicio, garantizando su vinculación como docentes y adicionalmente generaban un proceso doctrinero de modificación conceptual y práctica de la revisoría fiscal hacia la auditoría, pues desconocían la técnica de interventoría de cuentas.
De esta manera se comienza en Colombia la desnaturalización del ejercicio de la revisoría fiscal y con el fortalecimiento de los gremios (que harían su aparición a principios del siglo XX y no es materia de este documento), se profundizan las diferencias entre quienes reconocen en la revisoría fiscal el verdadero papel dentro de la sociedad como generador de confianza pública y los que la entienden que sirve a intereses privados. 

Este conflicto gremial conduciría a la expedición del Decreto 2373 de 1956, reglamentaria de la profesión contable y dentro de ella hablaba de la revisoría fiscal con un enfoque latino muy tímidamente
 y además prohibía el ejercicio de la contaduría pública a los extranjeros; creó también la Junta Central de Contadores con determinado número de miembros y cada gremio impulsó reformas para incluir personas que los representara. El decreto fue expedido bajo estado de sitio en el gobierno de Rojas Pinilla, que a su derrocamiento pierde vigencia, manteniéndose la Junta. La profesión sin reglamentación inicia una nueva etapa; en medio de las permanentes diferencias entre los dos gremios que representaban las dos grandes tendencias. Se consigue la ley 145 de 1960. Sin embargo ninguna de ellas reglamentaba sobre la revisoría fiscal en profundidad. Por tanto Colombia tenía una figura en ejercicio desde 1935 y hasta 1960 no tenía una reglamentación. Se inicia entonces un trabajo para conseguirlo; y que mejor que en el marco del estudio de un estatuto mercantil  que finalmente se consigue en 1971 mediante decreto ley 410 y es lo que se conoce como Código de Comercio.
En el Código de Comercio, en el libro segundo que trata de las sociedades comerciales, título I, capítulo VIII se trata del revisor fiscal (no de la revisoría fiscal) en quince artículos (Artículos 203 al 217); estas normas contienen:

Artículo 203
Sociedades obligadas a tener revisor fiscal
Artículo 204
La elección
Artículo 205
Incompatibilidades
Artículo 206
Periodo y remoción 

Artículo 207
Funciones

Artículo 208
Contenido del dictamen

Artículo 209
Contenido del informe

Artículo 210
Auxiliares y dependencia 

Artículo 211
Responsabilidad 

Artículo 212
Responsabilidad penal

Artículo 213
Derechos

Artículo 214
Reserva profesional

Artículo 215
Requisitos y restricciones

Artículo 216
Sanciones

Artículo 217
Imposición de sanciones

Como se ve, en ninguno de éstos se establece qué es la revisoría fiscal. Esta norma en la historia de los gremios marca el camino hacia un trabajo político-ideológico de mayor envergadura por parte de los gremios, puesto que los conflictos que se ventilaron en la discusión de este articulado y específicamente sobre el artículo 215 puso de presente las verdaderas aspiraciones de los gremios protectores de los intereses extranjeros (conocidos como transnacionalistas). Desde este momento la diferencias se acentúan y se inicia un camino que permita reglamentar la profesión bajo premisas de defensa de interés nacional, pero no sobre el presupuesto del mercado laboral, sino sobre la defensa del Estado colombiano y su nación; es decir se asume una postura política de mayor perspectiva. De este camino surge el primero de marzo como Día del Contador Público Colombiano, pues en 1975, en Medellín se tomó la decisión de excluir de los trabajos gremiales a quienes representen intereses contrarios a los de la nación.
El Código de Comercio fue el punto de partida para que entes distintos de las sociedades adoptaran la figura. Para 1971, esta figura cumplía cuatro décadas en la institucionalidad del país y otras entidades o sectores consideran que puede ser la correcta para proteger sus intereses y así se tiene que las siguientes normas exigen la revisoría fiscal en diversos tipos de entes económicos:
Ley 23 de 1982
Asociación de autores.
Ley 81 de 1982 
Subsidio familiar

Ley 79 de 1988
Sector solidario. Art. 37, 41. Cooperativas.
Decreto Extraordinario 1333 de 1989 
Precooperativas.

Decreto Extraordinario 1481 de 1989 
Fondos de Empleados. Arts. 40 y 41.

Decreto Extraordinario 1482 de 1989
Administraciones Públicas Cooperativas. Art. 20
Decreto Extraordinario 1480 de 1989
Asociaciones mutuales. Art. 39.

Decreto Reglamentario 1529 de 1990
Asociaciones, fundaciones e instituciones de utilidad común. Obligatoriedad por estatutos.
Ley 43 de 1990, artículo 13 parágrafo 1
Ley 30 de 1992
Instituciones de Educación Superior. Art. 100.
Decreto Extraordinario 663 de 1993
Entidades sometidas a control y vigilancia de la Superintendencia Financiera

Ley 99 de 1993
Corporaciones Autónomas Regionales

Ley 100 de 1993
Entidades Promotoras de Salud. Art. 228.

Ley 100 de 1993
Instituciones Prestadoras de Salud. Art. 232.

Ley 101 de 1993
Sociedades Agrarias de Transformación – SAT. Adicionada 

Ley 811 de 2003. Art. 2. Num. 4

Decreto Reglamentario 1876 de 1994
Empresas Sociales del Estado. Art. 22.

Decreto Reglamentario 1727 de 1994
Fondos de Pensiones. Art. 1.

Decreto Reglamentario 776 de 1996
Clubes Deportivos Profesionales Art. 3. Num. 3.

Decreto Reglamentario 1601 de 1996.
I.S.S. Art. 1.

Decreto Extraordinario 2206 de 1998
Fogacoop

Decreto Reglamentario 898 de 2002
Cámara de Comercio. Art. 23.
Ley 675 de 2001
Propiedad Horizontal.
Todas las anteriores normas remitieron en materia de funciones al Código de Comercio y normas concordantes. Al referirse a las normas concordantes se debe tener en cuenta a la ley 43 de 1990, que infortunadamente estableció que las normas de auditoría generalmente aceptadas deberán ser aplicadas en el ejercicio de la revisoría fiscal y más preocupante aún, que el Consejo Técnico de la Contaduría Pública (creado por el artículo 29 de la Ley 43 de 1990), expidiera el Pronunciamiento No 7 en 1992 y consideró que la revisoría fiscal es un órgano de control; que para su ejercicio se debe realizar auditoría integral (financiera, de gestión de control interno y de cumplimiento).
Por fortuna para la profesión; el Consejo Técnico de la Contaduría Pública desde el año 2000 viene desarrollando ideas mucho mas claras alrededor de la revisoría fiscal recogiendo la fructífera experiencia del Comité de Revisoría Fiscal convocado en el año 1996 por la Superintendencia de Sociedades y en la cual participaron aproximadamente 32 entidades de distintas vertientes ideológicas que produjeron finalmente el proyecto de ley de revisoría fiscal que contiene todo un tratado sobre esta importante institución y, que independientemente de que no se haya convertido en ley, no significa que no contenga la mayor claridad sobre lo que es, para qué sirve, cómo se ejerce, qué informes produce la revisoría fiscal; entre otros temas, con el fin de emitir una orientación profesional que derogue el famoso pronunciamiento No 7 y hable realmente de revisoría fiscal. 
3. El interés público
¿De dónde surge el interés público?

Las relaciones Estado-sociedad

Concepto de lo público

Es importante mencionar que lo público hace relación a lo que es de todos; es decir, del pueblo, de una comunidad. Sin embargo plantearlo de esta manera nos conduce a una visión muy simplista del concepto, puesto que se debe analizar situaciones como las que se presentan con las entidades públicas que son de influencia geográfica municipal, departamental o nacional y peor aún cuando miramos que, dada la globalización, se presenta organismos que asumes funciones públicas sin ser entidades públicas producto del traslado que se hace de las funciones que le corresponden a la nación en cabeza de organizaciones no gubernamentales (ONG); por ejemplo aspectos como los derechos humanos , la ecología, la desnutrición; entre otros.
Lo público se basa en un principio jurisdiccional de inclusión, mientras tanto lo privado se funda en lo excluyente.

Los dos  conceptos totalmente opuestos se necesitan mutuamente. Así el egoísmo del interés privado no puede existir sin la garantía que le otorga la institucionalidad pública y éstas a su vez no perviven si el interés privado no confía en ella.

Lo privado y lo público permanecen en constante conflicto producto de sus lógicas tensiones que dinamizan el surgimiento del interés público. En términos de gestión de lo público, el Estado es el representante de una sociedad políticamente organizada y de otra parte se tiene al mercantilismo con los comerciantes que protegen los derechos a la propiedad y los demás particulares que protegen los derechos a su individualidad y lo que de ello se deriva.

Ahora bien bajo este presupuesto de dependencia y conflicto permanente habrá de indagarse quién dio vida a quién?.
Los filósofos y el interés público.

Locke y el interés público

Afirmaba que la soberanía no reside en el Estado sino en la población, y que el Estado es supremo pero sólo si respeta la ley civil y la ley natural. Mantuvo más tarde que la revolución no sólo era un derecho, sino, a menudo, una obligación, y abogó por un sistema de control y equilibrio en el gobierno, que tenía que tener tres ramas, siendo el poder legislativo más importante que el ejecutivo o el judicial. También creía en la libertad religiosa y en la separación de la Iglesia y el Estado.

Este pensador inglés plantea defensa de los individuos. El Estado se encuentra instituido para garantizar seguridad, justicia y protección de la propiedad privada.
Este filósofo fue quien estableció que la fuerza de trabajo es una mercancía y se debe poner en función de la propiedad privada, de la misma manera que la propiedad sobre los instrumentos es objeto de intercambio mercantil.

Hobbes y el interés público

“El ciudadano debe entregar su libertad al Estado a cambio de seguridad. El derecho a la rebelión está proscrito como el peor de los males que pueden afectar a la comunidad en cuanto mina las bases de su existencia”
 
Esta premisa Hobbesiana inspira el totalitarismo, impulsa a la actuación de la religión como mecanismo para dominar ideológicamente a la sociedad (masas), con el fin de impedir el derribamiento del Estado. Para Hobbes el poder residía en el monarca y los súbditos sólo debían obedecer. 
Para este filósofo el Estado tenía como fundamento la individualidad que se cohesiona para formar la sociedad a la que debe proteger a cambio de su libertad y ello otorga derechos al Estado para coaccionar a la comunidad en general, lo cual se constituye en el contrato social en el que todos entregan el poder al soberano.
Hobbes era centralista, coercitivo, estatista. Introduce el concepto de persona; distinguiéndolas entre las naturales y las artificiales de donde surgen los derechos entregados a una persona artificial mediante un contrato
Rosseau y el interés público

Para este filósofo de la ilustración la voluntad general no es delegable y en el pacto social la soberanía se mantiene indivisible. Se transforma la libertad natural en libertad política y ésta en soberanía popular.
Plantea la necesidad de un acuerdo, de una transacción que incluya a los miembros de una comunidad en unas reglas comunes bajo un mismo ordenamiento legal. A diferencia de Hobbes, los individuos no ceden sus derechos a un príncipe  o soberano sino que por el contrario los éstos permanecen en ellos y los ejercen por intermedio de una voluntad general, que representa el acuerdo de los diversos intereses  que confluyen en la búsqueda de un bienestar colectivo. Como contraprestación del ejercicio de las libertades naturales se garantiza el ejercicio de libertades y derechos civiles. Como se aprecia en este nuevo contrato planteado por este filósofo francés intervienen todas las partes en su suscripción y no sólo el monarca o un gobierno delegado. Con fundamento en este nuevo contrato el poder ejecutivo se subordina al legislativo que impone leyes que representan el poder popular, para que sean acatados por la sociedad. La ley por encima del hombre en particular, mas allá del egoísmo del interés privado y para el cumplimiento de estas leyes surge un funcionariado que son los encargados; primero de cumplirla y segundo de hacerla cumplir bajo el presupuesto que está plenamente legitimada.
Kant y el interés público

Pensador alemán que inserta postulados interesantes en relación con lo público, al señalar que el ciudadano debe usar públicamente su razón y así inmiscuirse en el manejo de lo público y no esperar que otros lo hagan por él. Para Kant, el interés público se da cuando un particular en uso público de su razón opina sobre aspectos que tienen influencia en la colectividad.
“Solo la competencia que se suscita entre las diferentes individualidades trae el progreso humano. Aquellas sociedades en que los individuos no compiten ni asumen autónomamente su libertad de pensamiento, tienden a homogeneizarse, a volverse mediocres y a ser tuteladas por tiranos o por déspotas benévolos..…..y sólo en una sociedad competitiva y libre serán posibles el progreso humano, los derechos individuales y el bien común.
Hegel y el interés público

Hegel, otro ilustrado, plantea que la sociedad civil es el ámbito de los intereses privados que se vinculan por la interacción de sus necesidades, considera que el mundo donde se mueve esta sociedad es el comercio. Sin embargo y a diferencia de los ingleses piensa que este comercio debe desarrollarse con un fuerte control estatal, pues visualiza que el enriquecimiento de los industriales lleva a la pauperización de las masas que venden su fuerza de trabajo; concluyendo con otros ilustrados que el trabajo es a la vez fuente de riqueza y al mismo tiempo de pobreza de la población. 

Considera a los funcionarios públicos como la clase universal que junto al monarca es el agente activo del Estado. “La sociedad, para indemnizar a la clase universal, les paga un salario”
. Este funcionariado es el portador del interés general y el Estado se encuentra en una posición superior a la de la sociedad civil.
Es convencido de que el Estado debe ser autónomo con respecto de las voluntades individuales y es el que le da forma a la sociedad civil y que los ciudadanos puedan gozar de la libertad sometiéndose a la legalidad que está establecida para lograr una vida en comunidad.
Piensa que ese Estado no surge como producto de una suscripción de un contrato entre los individuos que ceden sus libertades a un tercero (Estado); sino que el Estado es un derecho de estos individuos, que se constituyen en clases y se convierte en órgano mediador de tales intereses individuales.

Marx y el interés público.
A diferencia de Hengels, Marx piensa al Estado es la sociedad civil es la que le da estructura a éste. Distingue entre la sociedad civil y la comunidad. La primera reside en la economía política y la segunda involucra conceptos como la religiosidad, lo étnico, cultural y consanguíneo y expresa que a esta comunidad la disuelve el mercado y rompe los vínculos de la comunidad.
El Estado es un aparato ideológico de dominación y de coerción de dominación; desentrañando de esta manera lo que los anteriores no habían endilgado al Estado; pues es propio de sus posturas de dominación de clase por parte del Estado que no surge ni del individuo ni de si mismo sino del desarrollo de los estadios de la economía, la división social del trabajo, el surgimiento del excedente social y su distribución en la sociedad.
El Estado se forma a partir de la “delegación popular revocable” (no de la representación sin responsabilidad), para que éste se subordine a la sociedad.

La Contaduría y el interés público

Con base en todo lo anterior es claro que el apellido que lleva la profesión de Contaduría emerge en virtud de la defensa del interés público y por ello hoy es claro que existe contaduría pública y privada. La primera dedicada al ejercicio profesional con miras en proteger el interés público no importando quién remunera esta labor y la segunda, está directamente establecida para proteger únicamente los intereses de los particulares. Así podemos observar en el Decreto 2649 de 1993 que existen dos tipos de estados financieros: los de propósito general y los de propósito especial y al observar su definición en los artículos 21 y 24 claramente se aprecia que los primeros tienen como usuarios a personas indeterminadas y expresa que son aquellos que se preparan “con el ánimo principal de satisfacer el interés común del público ….”, y los segundos “se preparan para satisfacer necesidades específicas de ciertos usuarios de la información contable”. De tal magnitud es lo público, que el artículo 41 de la ley 222 de 1995 estableció la publicidad de los estados financieros que se predica de los de propósito general y se deben depositar en la Cámara de Comercio.
No en vano el primer borrador del anteproyecto de ley de “intervención económica” por medio de la cual se adoptaba las normas internacionales de contabilidad, auditoría, contaduría, educación contable; contenía la diferenciación entre la contaduría privada y pública. Infortunadamente desde una concepción bastante equivocada y miope.
La vigilancia y el interés público.

En este orden de ideas se puede tener claridad en que existe una sociedad que tiene derecho a exigir cumplimiento de una función social que la Constitución Política le ha asignado a la libertad de empresa.

Por tal razón esta sociedad tiene derecho a vigilar el cumplimiento de mandatos constitucionales y una de las formas para hacer práctica esa vigilancia es la revisoría fiscal, que además la ley (y la historia) le han otorgado una capacidad de crítica, puesto que fiscalizar, al tenor del diccionario de la lengua española, significa criticar las acciones de otro y vigilancia es el cuidado y atención exacta en las cosas que están a cargo de cada uno.
4. La institución de la revisoría fiscal. Concepto de institución.

Es necesario precisar lo que significa para la profesión
 y la nación el término “institución”; puesto que, como lo señalo en la ponencia La alquimia social de la revisoría fiscal “existen las divergencias en cuanto a quienes consideran a la revisoría fiscal como órgano  que actúa en favor de sus nominadores (capital) y otros la entienden como institución en beneficio del interés público (comunidad en general) que marca claras diferencias en su conceptualización teórica y ejercicio practico”.

El proyecto de ley de revisoría fiscal, al que hice referencia anteriormente, define claramente a la revisoría fiscal como una institución. Así se aprecia en el artículo 1 del mismo:
“La Revisoría  Fiscal es una institución de origen legal, de naturaleza privada, de carácter profesional, a la cual  por ministerio de la ley y bajo la dirección  de un contador público, con sujeción a las normas que le son propias, le corresponde fiscalizar el ente económico para contribuir a la confianza pública y a la protección del interés general. Por ello debe examinar, evaluar y  rendir informes, dando fe pública en los casos previstos en la ley.

Con sujeción a la presente ley, la Revisoría  Fiscal procurará que sus acciones otorguen seguridad a quienes interactúen con el ente económico, con relación a la eficacia y eficiencia de las operaciones, la veracidad, la integridad, confiabilidad y pertinencia de la información, el cumplimiento de las disposiciones externas e internas y la diligencia de sus administradores.

En el artículo 2 se establecía el marco conceptual de la revisoría fiscal de la siguiente manera: 
“La Revisoría  Fiscal  es un instrumento para regular el orden público económico, se justifica  en  el interés público, en cuanto éste requiere seguridad con relación a las actuaciones de los entes económicos, responsabilidad de quienes los administran y protección de los patrimonios económicos, culturales y ecológicos de la comunidad.

El Estado le garantiza a la Revisoría  Fiscal su carácter  autónomo y permanente, debe ser estructurada en cada caso en forma proporcional a las características del ente económico que fiscaliza y está llamada a actuar oportuna y racionalmente.

Quienes conforman la  institución de la Revisoría  Fiscal deben ser íntegros, libres de conflictos de interés, competentes, juzgar y obrar en forma objetiva, equitativa, veraz y diligente y actuar en forma personal y directa.

La ley les reconoce independencia de criterio profesional, de acceso a la evidencia y de expresión de su juicio. Les exige competencia a nivel de conocimientos,  actitudes y habilidades.

La objetividad supone preexistencia de patrones predicables a las conductas de los fiscalizados, la necesidad de obtener evidencia válida, confiable, suficiente y de origen conocido e impone congruencia entre la evidencia y los informes.

La actuación racional de la Revisoría Fiscal supone un sano escepticismo frente a las aserciones que debe comprobar, así como la ponderación de riesgos, la  determinación de niveles de seguridad o precisión,  el uso de criterios de rotación de énfasis, la ejecución de acciones previamente planeadas de acuerdo con las características propias de cada ente fiscalizado y exige la utilización de procedimientos técnicos.”
Además desde el punto de vista jurídico; institución es una idea, noción o concepto que por su aceptación y permanencia social se rodea de rituales que aseguran su vigencia mediante la evolución de sus formas con la preservación de su esencia.

En contraposición al concepto de institución se encuentra el de órgano y éste corresponde a la teoría organicista que expresa que la revisoría fiscal esté dentro de las organizaciones sociales y como ya se apreció esta tesis no tiene asidero histórico, político, organizacional, técnico, puesto que esta definición está reservada para la auditoría.

5. Historia de la auditoria.

La auditoría en el mundo.

A diferencia de la Revisoría Fiscal la Auditoria, surge en defensa del interés privado.  Etimológicamente proviene del latín “audire” que significa oidor.  Su origen se remonta al siglo XV cuando “las grandes empresas navieras holandesas realizaban actividades de mercadeo en la naciente sociedad mercantilista” en donde, por problemas de la piratería existente el propietario del capital delega la administración del mismo, sin embargo, tales capitalistas se reservaron el derecho de revisar las cuentas luego de cada viaje. Paralelo a ello surgen personas especialistas en examinar tales cuentas los cuales establecen, la razonabilidad de las mismas, siempre buscando el mayor beneficio para el propietario al cual le importa con mayor énfasis los resultados antes que el comportamiento del patrimonio.

Su desarrollo más notable se da a raíz de la revolución industrial con la aparición de grandes capitales en el mercado cuyos propietarios se ven obligados a contratar terceros que examinen la gestión de los administradores.  Ese examen limita a inspección, comprobación y confirmación para simplemente evaluar e informar en la perspectiva de error – castigo,  configurándose la escuela autoritaria de control.

Esta escuela se desarrolla en Inglaterra, país impulsor de la revolución industrial donde surgen organizaciones incipientes especializadas en el auditaje conformadas por contadores, que mas tarde se convertirían en los grandes transnacionales de auditoria, que fueron trasladados a Estados Unidos, debido al vertiginoso desarrollo de éste.

En este modelo la labor de auditoría se centra en la detección de errores y/o la no aplicación de “principios”  en los informes financieros presentados por la administración.

El posterior desarrollo de los modelos administrativos introduce nuevos elementos al control. Elementos como el otorgamiento de incentivos a trabajadores y/o administradores por su producido o gestión vincula estrechamente al capitalista con éstos debido a intereses comunes, pues ambos obtienen beneficios de los resultados empresariales. Es en este marco que aparece la necesidad de un tercero con independencia para evaluar la gestión financiera y garantice los beneficios mutuos ya descritos.  Esto dio pie para que se empiece a reglamentar la auditoría financiera externa y, las calidades y cualidades de las personas que deban practicarla. Los países europeos y Estados Unidos fueron los primeros en realizarlo lo que dio inicio a la regulación de las acciones en ejercicio de tal control.  Tal hecho se dio con base en el pragmatismo antes que en la investigación. Es ahí donde surgen las Normas de Auditoria y Contables Generalmente Aceptadas.  Esto es, regulan la operatividad del control y la forma de producir la información que luego será auditada.

En un principio, cuando el control se ejercía directamente por los administradores la auditoria, es decir el tercero, la ejerció a las pocas áreas de la empresa, posteriormente a la implementación de controles al interior de la organización, la auditoria redujo su cobertura ejecutando evaluación parcelada.

Para poder contrarrestar esta situación la escuela anglosajona en su evolución ha recurrido a la especialización de la auditoria: administrativa, operacional, financiera, de gestión, entre otras, que a su vez pueden ser interna o externa.

Como se observa las normas de auditoría generalmente aceptadas fueron concebidas dentro del marco de la auditoría financiera.

Orígenes y evolución en Colombia.
En Colombia la labor de control y fiscalización tenía una clara influencia latina en su concepción y aplicación (integral antes que parcial); luego de la llegada de la misión Kemmerer se introducen elementos de control anglosajón.

Prácticamente la auditoria, inicia su verdadera incursión con la llegada de las firmas transnacionales. La primera en arribar fue la Price WaterHouse & Co., en 1.947 que a través de un contrato leonino (características de este tipo de firmas) compraron una sociedad de Contadores con la condición de que su propietario no ejerciera la profesión por un termino de cinco años
, tiempo durante el cual la firma abría tranquilamente el mercado.  Posteriormente, llegó la Peat Marwick Mithchell & Co,  en 1952
.

Estas firmas desconocedoras de la Revisoría Fiscal y su esencia (ya existente en Colombia) pretenden desde su llegada homologar la Auditoria Externa a la Revisoría Fiscal, aplicando la técnica plasmada en las Normas de Auditoria Generalmente Aceptadas.

La figura de la auditoría independiente, no posee ninguna obligatoriedad legal para las empresas en Colombia. Sólo en 1994 y 1995 las Leyes 142 y 222 respectivamente, plantean la obligación de la auditoria externa al exigir, en la primera, a las E.S.P
, convocar públicamente para que le practiquen un Auditoria Externa de Gestión y de Resultados y, en la segunda cuando en el artículo 38 menciona que el contador público independiente dictaminará los Estados Financieros, en ausencia de revisoría fiscal y se requieran Estados Financieros Dictaminados. Así las cosas, la auditoria a excepción de las descritas, es potestad de la administración el tenerla o no.

Nótese, sin embargo, que estas normas mantienen las grandes diferencias con la Revisoría Fiscal ya que el auditor externo contratado para dictaminar los Estados Financieros, hará su labor en forma parcelada y basado siempre en los datos financieros, recurrirá a cierto tipo de técnicas para darle una base “comprensible” para emitir su dictamen. En el caso de las E.S.P. el trabajo estará orientado a evaluar la gestión de los administradores frente a los beneficios recibidos por los usuarios que sigue siendo una labor parcelada y posterior.

Ahora bien, debido a los problemas gremiales existentes; las normas de auditoria generalmente aceptadas han sido incluidas en varios textos normativos como herramienta para dictaminar sobre Estados Financieros, en contraposición a ellas el Comité de Revisoría Fiscal (autor del proyecto de revisoría fiscal) trabajó sobre las normas aplicables a la Revisoría Fiscal, en donde el sector nacionalista busca demostrar una nueva tecnología para su ejercicio y así desmontar el artefacto de la general aceptación que diferencie definitivamente a estas dos figuras en cuanto a su accionar 

En este orden de ideas la auditoría independiente ha sido desarrollada en Colombia bajo el enfoque anglosajón de control con la permanente influencia de las firmas transnacionales de auditoría que dicho sea de paso, han convertido este ejercicio en una aplicación esquemática y restringida de ciertos formatos predeterminados con el fin de obtener papeles de trabajo con características netamente financieros, que limitan la creatividad de los contables y obstruyen la visión global de la organización.

Por estas razones, la conceptualización de la auditoría se puede dar en términos de técnica de control que responde a los intereses de la administración y el capital sin ninguna perspectiva social del bien común y sin poder de censura.

6. ¿De dónde surge el interés privado?

“Es la antípoda del interés público y es una expresión positiva de la posesión y disfrute continuado y asegurado de lo que a los demás le es negado.”

Este interés le pertenece al individuo con sus características y búsqueda constante de la maximización de sus beneficios bien sean económicos o sociales. Persigue a toda costa hacer prevalecer su conveniencia por encima del de los demás y allí surge el contrapeso del interés público y sus diversas expresiones prácticas.
7. El Estado y el interés privado.

Puesto que el interés privado también ha recorrido un largo trecho en la historia de la humanidad y ha granjeado su posición por el aporte que realiza a la conservación de lo público, varios Estados garantizan su existencia y protección sin sobrepasar los límites que el interés general impone. Así por ejemplo el artículo 58 de la Constitución Política de Colombia reza: “Se garantiza el derecho a la propiedad privada…..Cuando de la aplicación de una ley expedida por motivos de utilidad pública o de interés social, resultaren en conflicto los derechos de los particulares con la necesidad por ella reconocida, el interés privado deberá ceder al interés público o social”

De este mandato constitucional y otros de este mismo rango se desprenden normas que garantizan a los particulares el ejercicio de su interés.
8. El órgano denominado auditoría. Concepto de órgano.

La teoría organicista establece que los entes económicos deben dinamizar sus objetivos a través de órganos que permitan ejecutar las políticas establecidas por las autoridades. Esto es; órganos que forman parte del ente económico, que dependen completamente de ciertos niveles de la arquitectura organizacional.
La auditoría interna o externa tiene un claro interesado de estirpe privada. Si es interna será del interés de la gerencia y si es externa será del interés de quien contrata tal servicio. En ninguno de los casos se someterá al escrutinio público y sólo rendirán informes a sus nominadores.
9. Definición de control.

Según Mantilla
, el control es un conjunto de normas procedimientos y técnicas a través de los cuales se mide y se corrige el desempeño para asegurar la consecución de metas y objetivos. Por su parte Sánchez Chichilla Walter
 estructura un concepto de control que tiene inmersos los conceptos de permanencia, integralidad, autonomía, eficacia y neutralidad que son vitales para entender a la revisoría fiscal como institución de control ya que a ésta le corresponde prever, detectar y corregir.
Para Franco Ruiz
 control como sistema del plan de seguridad es un conjunto de normas, procedimientos, actuaciones y actitudes destinadas a mantener el rumbo de los actos administrativos en la perspectiva de alcanzar unos objetivos o modificar el comportamiento de los administradores cuando sea necesario.
Así las cosas es de meridiana claridad que la función de la revisoría fiscal es la de fiscalizar, vigilar y controlar.

10.  Definición de evaluación.

El término evaluar significa señalar el valor de una cosa; estimar, apreciar, calcular el valor de una cosa.

La evaluación es un acto que se realiza a posteriori. Se evalúa lo acabado, lo terminado, lo concluido, lo consumado; con el fin de emitir un concepto sobre aquello que fue. Ello implica evaluar al final de.

11.  Definición de examen.

Término que indica  indagación y estudio de un hecho, prueba que se hace para conocer la idoneidad de un sujeto para el ejercicio de una facultad, arte u oficio.
12.  Definición de seguimiento.

Ir detrás de una persona o cosa, caminar hacia ella, dirigir la visión hacia un objeto que se mueve y mantener la vista en él, proseguir o continuar lo empezado.

13.  Definición de fiscalización.

Tal como lo plantea el diccionario de la Real Academia de la Lengua Española fiscalizar significa criticar las acciones de otro, de aquí surge la capacidad de dictaminar y emitir un juicio sobre la forma como la administración (otra institución) actúo frente a la confianza que los propietarios le dieron.
En el texto “Introducción a la Revisoría Fiscal” de Samuel Alberto Mantilla, editado en 1989 se encuentra algunos tipos de fiscalización:

· Individual.

Esta fiscalización es la ejercida por los socios o asociados en ejercicio del derecho de inspección sobre los libros de contabilidad. Esta inspección puede ser efectuada por sí  mismo o por medio de delegado.
· Jurisdiccional.

Es la ejercida por la rama jurisdiccional con el fin de dirimir controversias entre socios, las sociedades o estas con terceros. La ejercen los jueces.

· Administrativa
Este tipo de fiscalización le compete al poder ejecutivo, es decir al presidente y este a su vez delega en las conocidas como Superintendencias. Le compete por mandato constitucional acorde a las leyes.

· Tributaria
Es de competencia de la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales en todo lo concerniente al proceso de recaudo de impuestos y para ello puede inspeccionar toda la información que considere pertinente para cumplir con su función.

· Privada
Es en este tipo de fiscalización que se enmarca la Revisoría Fiscal con un ingrediente adicional que es el de actuar en la búsqueda y protección del interés general o público o el bien común.

· Pública
Se conoce como control fiscal y se ejerce hacia el sector público y la gestión realizada por éste.

14.  Definición de interventoría.

En la arquitectura e ingeniería, la interventoría tiene como objeto el verificar que el desarrollo o ejecución del proyecto se lleve a cabo de acuerdo con las especificaciones, planos, normas y demás elementos estipulados en el proceso de diseño. También comprende dos tipos principales de actividades ambas dirigidas a salvaguardar los intereses del cliente.   “Actividades de carácter técnico y administrativo, relacionadas con el control del uso de recursos humanos y técnicos, control de presupuestos y costos imprevistos, tiempos de ejecución, programas y prácticas constructivas, etc.”

El término de interventoría significa tomar parte en un asunto, imponer uno autoridad, en tratándose de cuentas significa examinarlas o censurarlas con autoridad suficiente. Quien interviene, es el que autoriza y fiscaliza ciertas operaciones  con el fin de verificar que se lleven a cabo bajo las normas que les rige.
15. Técnicas de interventoría de cuentas.
Con la claridad que se brinda en los apartes anteriores es evidente que a la revisoría fiscal se la ha asignado una potestad superior constitucional sin que la norma se lo indique explícitamente, pero cuando el artículo 333 superior ordena que el Estado puede intervenir lo hace de diferentes formas y una de ellas es a través de la revisoría fiscal, pero ese Estado como organización de normas y autoridades, que una o varias comunidades establecen en áreas geográficas y políticamente determinadas está la representación de todos los intereses que convergen en lo que se trató como interés público. 
En “La alquimia social de la revisoría fiscal” es claro cuando se afirma “se enmarca a la revisoría fiscal como elemento del cumplimiento de una política estatal que ha sido conceptualizada como un INSTRUMENTO para REGULAR EL ORDEN PUBLICO ECONOMICO, esto significa una inmensa responsabilidad social ya que la convierte en el medio para garantizar que la economía colombiana cumpla con un curso lógico, coherente, coordinado que proyecte desarrollo a partir de las empresas, ya sean estas de origen público o privado, en acatamiento del ordenamiento constitucional en el precitado artículo 333 inciso tercero que faculta al Estado, por mandato legal el impedir que se obstruya o restrinja la libertad económica y evitará o controlará cualquier abuso que personas o empresas hagan de su posición dominante en el mercado nacional; indicando esto la capacidad “legitima de intervenir en las relaciones privadas de producción a través de una política fundada en el principio de solidaridad y en el papel redistributivo del Estado” en los asuntos económicos. Mas aún el inciso cuarto del mismo artículo ordena en forma expresa que la ley delimitará el alcance de la libertad económica  cuando así lo exijan el interés social, el ambiente y el patrimonio cultural de la nación.” (Negrilla fuera de texto).
Lo anterior indica que las normas de auditoría generalmente aceptadas no son propias de la revisoría fiscal y si la técnica de interventoría de cuentas que se desarrollan mediante el vademécum, bitácora y sumatoria evidencial, cada una de ellas se aplica en las etapas de fiscalización de estrategia, de gestión y de resultados.
El vademécum es el que determina los controles que previenen la ocurrencia de hechos que generen problemas a los fiscalizados, con base en un profundo conocimiento de las normas que le rigen tanto de manera externa como las internas como administrativas, operacionales, informativas y sociales, para evitar desviaciones de los objetivos establecidos por la organización y garantizar la preservación el patrimonio social y el interés público
Con la bitácora se materializa lo planteado en el vademécum; es decir lo planificado se desarrolla dentro de la organización social en términos de vigilancia y obtiene información sobre el cumplimiento o no de aquello que la norma establece y su cobertura y alcance es total.
La técnica de interventoría de cuentas exige pruebas documentales como soportes de los informes de control y para ello se debe obtener la sumatoria evidencial que servirán muy probablemente de fundamento para otorgar fe pública.

Algunas técnicas de control son:

Análisis de estructura

Análisis de actividades

Análisis documental

Tableros de control

Matrices estratégicas

Matrices de riesgo control

Listas de verificación

Tableros de control

El tablero de control es un sistema que permite mostrar de manera simple e integral las principales dimensiones de una organización con base en un conjunto de indicadores.
Matrices estratégicas

Es la elaboración de cuadros que permitan realizar análisis contextual a nivel macro de la organización social y generar una matriz DOFA que permita cruzar las variables en el contexto.
Listas de verificación

Son relaciones de normas que deben cumplir las organizaciones de acuerdo a las características propias en todos sus aspectos tanto contables, tributarios, laborales, sanitarios, aduaneros, específicos para el sector y para el tipo de ente económico que se esté fiscalizando.
Evaluación de estructuras

Son procesos de análisis de la arquitectura organizacional y su relación con las funciones que desempeñan en virtud de unos objetivos predeterminados, y cruzado con los procedimientos llevados a cabo y confrontados con los que se encuentren escritos.
Matrices de riesgo control

Son cuadros que permiten establecer los riesgos que tiene la organización en todas sus áreas y medir su impacto de alto, medio o bajo y para cada uno de ellos establecer el o los controles necesarios para neutralizarlos o minimizarlos; encargando su aplicación a un responsable específico y el objetivo que se persigue con este tal control.
	MATRIZ RIESGO CONTROL

	RIESGO 
	CONTROL
	OBJETIVO 
	RESPONSABLE

	SE ESCRIBE EL RIESGO DETECTADO
	SE ESCRIBEN LOS POSIBLES CONTROLES PARA MINIMIZARLO
	PARA CADA CONTROL ESTABLECIDO SE OBJETIVA SU RAZON
	SE ESCRIBE QUIEN ES EL RESPONSABLE


16.  Informes
De igual manera se debe clarificar la gran diferencia que existe entre los informes que impone el artículo 7 de la Ley 43 de 1990 en su numeral 3 frente a los informes que ordenan los artículos 208 y 209 del Código de Comercio. 

Los primeros están exclusivamente ligados a los estados financieros y los segundos efectivamente hablan de toda la entidad fiscalizada. 
Los modelos impuestos por el Consejo Técnico de la Contaduría Pública mediante sus pronunciamientos discrepan notoriamente de lo que verdaderamente exige la técnica de interventoría de cuentas. 

El proyecto de ley de revisoría fiscal hacia claridad sobre los informes en cuanto a su contenido, oportunidad y la estructura de los dictámenes; como a continuación se observa:
ARTÍCULO 11.  CLASES DE INFORMES SEGÚN SU CONTENIDO. Los informes de la Revisoría  Fiscal, según su contenido, son de cuatro clases:

1. Dictámenes, mediante los cuales expresa un juicio profesional, respecto de  asuntos sometidos a su fiscalización.

2. Atestaciones, mediante las cuales certifica la autenticidad o veracidad de  declaraciones realizadas por funcionarios o empleados de la entidad fiscalizada. Unicamente se pueden atestar declaraciones emitidas por personas identificadas que sean responsables de éstas y que puedan ser comprobadas mediante su confrontación  con  documentos registrados por los sistemas de información del ente económico.

3. Reportes, mediante los cuales informa sobre las actividades que la Revisoría Fiscal hubiere realizado.

4. Observaciones, mediante las cuales pone en conocimiento errores, irregularidades, fraudes, actos ilegales, condiciones reportables y deficiencias significativas del control interno u organizacional, así como las recomendaciones que  juzgue  pertinentes con relación a tales situaciones. 
ARTÍCULO 12.  CLASES DE INFORMES SEGÚN SU OPORTUNIDAD. Los informes, según su oportunidad, son de tres clases:

1. Informes finales que se emitirán al cierre del período contable y con relación a éste, sobre todos los asuntos sometidos a fiscalización. 

2. Informes parciales o interinos que se presentarán al menos cada tres meses y al culminar las gestiones del Revisor  Fiscal, para comunicar las actividades desarrolladas y los resultados obtenidos durante el lapso inmediatamente anterior. Al cierre del período contable sólo habrá lugar a informe final.

3. Informes eventuales, que serán los que se emitan en oportunidades distintas de las indicadas en los numerales anteriores.       
ARTÍCULO 13.   ESTRUCTURA DE LOS DICTÁMENES. Un dictamen debe incluir, al menos, los siguientes elementos:

a-  Título.

b-   Fecha de emisión.
c-  Destinatario. 
d-  Restricciones a su circulación, si las hubiere.
e-  Manifestación del vínculo o causa por virtud del cual se expide el dictamen. 
f-  Asuntos materia del dictamen, con indicación del período que cubre y de la entidad fiscalizada.

g-  Identificación del criterio o parámetro con relación al cual se dictamina.

h-  Identificación de las fuentes de la evidencia obtenida.

i-  Identificación de los procedimientos aplicados y  manifestación de la fecha hasta la cual se practicaron, señalando, cuando sea el caso, si aquéllos están previstos en normas legales o contractuales.

j-  Descripción de las limitaciones en el alcance, sentido o propósito de los procedimientos, si los hubiere.

k-  Declaración del juicio profesional.

l-  Nombre completo del Revisor  Fiscal y su firma o de su encargado o delegado, seguida de la enunciación del número de la tarjeta profesional correspondiente.

17.  Diferencias entre las auditorias y la revisoría fiscal

	CARACTERISTICA
	AUDITORIA INTERNA
	AUDITORIA EXTERNA
	REVISORIA FISCAL

	CONCEPTO
	ORGANO
	ORGANO
	INSTITUCION

	FUNCION
	EVALUAR
	EVALUAR
	VIGILAR, FISCALIZAR

	EXIGENCIA NORMATIVA
	NINGUNA
	LEY 142/94 S.P. - NINGUNA
	ART. 203 C.Cio.

	COBERTURA
	DEPENDE
	DEPENDE - RELACION
	TOTAL - AREAS, OPERACIÓN

	PERMANENCIA
	DEPENDE
	DEPENDE - RELACION
	TOTAL ESTRATEGIA, GESTION Y RESULTADOS

	INFORMES
	GERENCIA
	CONTRATANTE
	ASAMBLEA, SUPERINTENDENCIAS, JUNTA DE SOCIOS

	INTERES
	PARTICULAR
	PARTICULAR
	PUBLICO

	ALCANCE
	LIMITADO
	LIMITADO
	ILIMITADO – TOTAL

	RESPONSABILIDADES
	CIVIL, DISCIPLINARIA
	CIVIL, DISCIPLINARIA
	CIVIL, DISCIPLINARIA, PENAL

	OBLIGADOS
	NO EXISTE OBLIGACION- POTESTATIVA
	NO EXISTE OBLIGACION- POTESTATIVA
	ART. 203 C.Cio., ART. 13 LEY 43/90. LEY 21/82, LEY 79/88; ENTRE OTRAS

	INDEPENDENCIA O NO
	GERENCIA
	CONTRATANTE
	TOTAL

	TECNICA APLICADA
	NAGA
	NAGA
	INTERVENTORIA DE CUENTAS
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� LOPEZ DIAZ, Gustavo Adolfo. La revisoría fiscal hija legítima del interés público. Artículo publicado en www.actualicese.com


� La ley 81 de 1931 fue la que instituyó el impuesto de renta en Colombia.


� Creada en 1905 con el Decreto 140. Es de aclarar que en Pasto, en 1904 se crea la Universidad de Nariño con tres facultades y una de ellas es la Facultad de Comercio.


� En el capítulo VI de este decreto los artículos 46, 47, 48 tratan sobre la revisoría fiscal.


� En Colombia se tienen los derechos fundamentales señalados en la Carta Política. Arts. 11 al 41. Sin embargo en la privacidad también se mueven derechos sociales, económicos y culturales. Arts. 42 al 77. Pero de igual forma los derechos colectivos y del ambiente se encuentran en la órbita de lo privado cuando aplica a la sociedad en general “lo de todos”.


� HOBBES. Tomas. Leviatán.


� En La filosofía del derecho. 


� Ver Arts. 333 y 334 de la Constitución Política.


� Artículo 29 del Código Civil expresa que las palabras técnicas de toda ciencia o arte se tomarán en el sentido que les den los que profesan la misma ciencia o arte.


� LOPEZ DIAZ, Gustavo Adolfo. Ponencia “La alquimia social de la revisoría fiscal”. Primer Congreso Regional de Contadores Públicos. Pasto. 2002. Colegio de Contadores Públicos de Nariño.


� Este apartado es tomado de la tesis de trabajo de grado realizada por el autor de nominada Aproximación crítica a las normas de auditoría generalmente aceptadas. 1994. Tiene algunos nuevos aportes.


� MILLAN PUENTES, Regulo. Historia de la Contaduría Pública en Colombia. Pág. 64.


� Ibidem.


� Empresa de Servicio Público.
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